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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de enero de 2019. 

I.INTRODUCCIÓN 

La parte apelante, Peter John Porrata Ortiz, 

comparece ante nos y solicita nuestra intervención, 

a los fines de que dejemos sin efecto el 

pronunciamiento emitido por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan, el 23 de agosto de 

2018, debidamente notificado a las partes el 24 de 

agosto de 2018.  Mediante la aludida determinación, 

el foro primario declaró Con Lugar la presente 

Demanda sobre cobro de dinero y ejecución de 

hipoteca. 
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 Por los fundamentos expuestos a continuación, 

confirmamos la Sentencia apelada.   

II.RELACIÓN DE HECHOS 

 El 23 de enero de 2017, Scotiabank de Puerto 

Rico, la parte apelada, presentó una Demanda sobre 

cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la vía 

ordinaria en contra de Peter John Porrata Ortiz, la 

parte apelante.  Alegó ser tenedora de buena fe de 

un pagaré hipotecario suscrito por la parte apelante 

el 16 de octubre de 2002 por la suma principal de 

$81,000 e intereses al 10.95% anual.   

Indicó que, en aseguramiento del pagaré antes 

mencionado, la parte apelante otorgó una hipoteca 

sobre determinada propiedad descrita en la demanda. 

Explicó que la hipoteca fue subsecuentemente 

modificada en cuanto al principal, para un nuevo 

principal por la cantidad de $89,178.50.  Sostuvo 

que la parte apelante dejó de cumplir con su 

obligación hipotecaria y que, pese a múltiples 

gestiones de cobro, al presente le adeuda $49,395.52 

de principal, intereses al tipo pactado de 10.95%, 

cargos por demora, créditos accesorios, más la suma 

pactada de $8,100 por concepto de costas, gastos y 

honorarios de abogado.1   

El 19 de julio de 2018, la parte apelante 

presentó su Contestación a la Demanda.  Aceptó haber 

suscrito el pagaré hipotecario en cuestión, la 

                                                 
1La parte apelada también trajo al pleito a los Estados Unidos de 

América, por cuanto existe inscrito un gravamen federal sobre el 

inmueble en controversia.   
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hipoteca que lo garantiza y la modificación de 

hipoteca posteriormente suscrita.  Entre otras 

defensas afirmativas, alegó que el reclamo de autos 

dejaba se exponer una causa de acción que 

justificara la concesión de un remedio; que la 

reclamación había prescrito y que la parte apelante 

no hizo acto de intimación alguno previo a la 

presentación de la demanda.  

Tras varias incidencias procesales, el 8 de 

diciembre de 2017, la parte apelada presentó una 

Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria, a la cual 

anejó la documentación correspondiente en apoyo de 

sus alegaciones.  Así las cosas, el foro primario 

le concedió a la parte apelante los veinte (20) días 

reglamentarios para que presentara su oposición a 

la solicitud de sentencia sumaria.  Vencido dicho 

término, el Tribunal acogió múltiples solicitudes 

de prórroga presentadas por la parte apelante. No 

habiendo presentado su contestación a la solicitud 

de sentencia sumaria, pese a las oportunidades 

provistas, el foro primario dio por sometida la 

solicitud de sentencia sumaria. 

Evaluada dicha solicitud, el 23 de agosto de 

2018, el foro apelado la acogió y condenó a la parte 

apelante al pago de las partidas reclamadas en la 

demanda.  En desacuerdo con dicha determinación, el 

7 de septiembre de 2018, la parte apelante solicitó 

reconsideración, la cual fue denegada el 2 de 
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noviembre de 2018.  Aún insatisfecha, la parte 

apelante acudió ante nos y planteó lo siguiente: 

Erró el Tribunal de Instancia al declarar 

con lugar la solicitud de sentencia sumaria 

presentada por la parte demandante, sin 

considerar el expediente completo del caso 

de autos, en específico el Acta de 

Conferencia con Antelación al Juicio, 

presentada por las partes.   

Erró el Tribunal de Instancia al declarar 

con lugar la solicitud de sentencia sumaria 

presentada por la parte demandante, cuando 

la parte demandante en violación a los 

párrafos 14 y 18 de la Escritura Núm. 89, 

la que otorgara la parte demandada y la cual 

dispone sobre la obligación del Prestador 

(demandante) que una vez el deudor haya 

incumplido cualquier pacto de la hipoteca, 

notificarle a dicho deudor (demandado), 

sobre tal incumplimiento mediante correo 

certificado, antes de acelerar el 

vencimiento de la deuda.   

Erró el Tribunal de Instancia al declarar 

con lugar la solicitud de sentencia sumaria 

presentada por la parte demandante, no 

habiendo determinado previamente que la 

parte demandante había incumplido con los 

párrafos 14 y 18 de la Escritura Núm. 89, 

sobre la constitución de hipoteca en 

cuestión y motivo del caso de epígrafe.   

  

III.DERECHO APLICABLE 

A. El mecanismo procesal de la sentencia sumaria 
 

La Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.1, establece que:  

Una parte que solicite un remedio podrá, 

en cualquier momento después de haber 

transcurrido veinte (20) días a partir 

de la fecha en que se emplaza a la parte 

demandada, o después que la parte 

contraria le haya notificado una moción 

de sentencia sumaria, pero no más tarde 

de los treinta (30) días siguientes a la 

fecha límite establecida por el tribunal 

para concluir el descubrimiento de 

prueba, presentar una moción fundada en 

declaraciones juradas o en aquella 

evidencia que demuestre la inexistencia 

de una controversia sustancial de hechos 

esenciales y pertinentes, para que el 

tribunal dicte sentencia sumariamente a 
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su favor sobre la totalidad o cualquier 

parte de la reclamación solicitada.  

 

Por su parte, la Regla 36.2 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.2, permite a una parte 

contra la cual se ha presentado una reclamación, 

solicitar que se dicte sentencia sumaria a su favor 

sobre la totalidad o cualquier parte de la misma. 

Este mecanismo procesal es un remedio de carácter 

discrecional. Su fin es favorecer la más pronta y 

justa solución de un pleito que carece de 

controversias genuinas sobre los hechos materiales 

y esenciales de la causa que trate. Velázquez Ortiz 

v. Mun. de Humacao, 197 DPR 656, 662-663 (2017); 

Córdova Dexter v. Sucn. Ferraiuoli, 182 DPR 541, 555 

(2011); Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 212-

214 (2010); Sucn. Maldonado v. Sucn. Maldonado, 166 

DPR 154, 184 (2005). A pesar de que en el pasado se 

calificó como un recurso “extraordinario”, el 

Tribunal Supremo ha establecido que su uso no 

excluye tipos de casos y puede ser utilizada en 

cualquier contexto sustantivo. Meléndez González v. 

M. Cuebas, Inc., 193 DPR 100, 112 (2015). 

Independientemente de la complejidad del pleito, si 

de una moción de sentencia sumaria no surge 

controversia de hechos, puede dictarse sentencia 

sumaria. Id. 

Este mecanismo procesal únicamente se utilizará 

en aquellos casos en los que no existan 

controversias reales y sustanciales en cuanto los 

hechos materiales y pertinentes y lo único que reste 
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por parte del poder judicial es aplicar el Derecho. 

Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra; Meléndez 

González v. M. Cuebas, Inc., supra, pág. 109; PFZ 

Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., 136 DPR 881, 

911-912 (1994). El Tribunal Supremo ha definido un 

hecho material como aquel que puede afectar el 

resultado de la reclamación de acuerdo al derecho 

sustantivo aplicable. Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc., supra, pág. 110; Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 213. 

La parte promovente de una solicitud de 

sentencia sumaria está obligada a establecer, 

mediante prueba admisible en evidencia, la 

inexistencia de una controversia real respecto a los 

hechos materiales y esenciales de la acción. Mun. 

de Añasco v. ASES et al., 188 DPR 307, 326 (2013). 

Además, deberá demostrar que, a la luz del derecho 

sustantivo, amerita que se dicte sentencia a su 

favor. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 213; 

Sucn. Maldonado v. Sucn. Maldonado, supra, pág. 184; 

Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 332-333 (2004). 

La Regla 36.3, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3, exige 

que si de las alegaciones, deposiciones, 

contestaciones a interrogatorios y admisiones 

ofrecidas, en unión a las declaraciones juradas, si 

las hubiere, y alguna otra evidencia surge que no 

existe controversia real y sustancial en cuanto a 

ningún hecho esencial y pertinente y que, como 

cuestión de derecho procede, se debe dictar 



 
 

 

KLAN201801336    

 

7 

sentencia sumaria a favor de la parte promovente. 

Regla 36.3 (e) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 36.3 (e); Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation 

Club, 194 DPR 209, 224-225 (2015); Meléndez González 

v. M. Cuebas, Inc., supra, pág. 109; SLG Zapata 

Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013). 

En caso contrario, cuando de las alegaciones y 

la prueba, surja una controversia de hechos, la 

moción de sentencia sumaria es improcedente. Const. 

José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 129 (2012). 

Ante ello, el tribunal competente deberá abstenerse 

de dictar sentencia sumaria en el caso y cualquier 

duda en su ánimo, habrá de resolverse en contra de 

la parte que promueve la solicitud. Vera v. Dr. 

Bravo, supra, págs. 332-333; Mgmt. Adm. Servs., 

Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599, 610 (2000). La parte 

promovente tiene que cumplir con los requisitos de 

forma en la moción, desglosando sus alegaciones en 

párrafos debidamente enumerados y, para cada uno de 

ellos, especificar la página o el párrafo de la 

declaración jurada y cualquier otra prueba admisible 

que apoye su contención. Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc., supra, págs. 110-111; SLG Zapata 

Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 432.  

Cuando el promovente de la moción incumple con 

los requisitos de forma de la sentencia sumaria, el 

tribunal no estará obligado a considerar su 

solicitud. Meléndez González v. M. Cuebas, Inc., 

supra, pág. 111. La numeración no es un mero 
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formalismo, ni constituye un simple requisito 

mecánico sin sentido. Por el contrario, tiene un 

propósito laudable, por lo que su relevancia es 

indiscutible y queda claramente evidenciada luego 

de una interpretación integral de las nuevas Reglas 

de Procedimiento Civil adoptadas en el año 2009. De 

lo contrario, las enmiendas a la Regla 36 de 

Procedimiento Civil de 2009 no tendrían valor 

práctico alguno. SLG Zapata Rivera v. J.F. Montalvo, 

supra, pág. 434.   

Por otro lado, la parte que se oponga a que se 

dicte sentencia sumaria debe controvertir la prueba 

presentada. La oposición debe exponer de forma 

detallada y específica los hechos pertinentes que 

demuestren la existencia de una controversia real y 

sustancial, la cual deberá dilucidarse en un juicio 

plenario. Id. 

El Tribunal Supremo ha reiterado que una mera 

alegación o duda no es suficiente para controvertir 

un hecho material, sino que se tiene que proveer 

evidencia sustancial de los hechos materiales reales 

en disputa para poder derrotar la solicitud de 

sentencia sumaria. Meléndez González v. M. Cuebas, 

Inc., supra, pág. 110; Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, págs. 213-214. La duda debe ser de naturaleza 

tal que permita “concluir que existe una 

controversia real y sustancial sobre hechos 

relevantes y pertinentes”. Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc., supra, pág. 110. 
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Si la parte opositora se cruza de brazos, corre 

el riesgo de que se acoja la solicitud de sentencia 

sumaria y se resuelva en su contra. No obstante, el 

hecho de no oponerse, no implica necesariamente que 

proceda dictarse sentencia sumaria, si existe una 

controversia legítima sobre un hecho material. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, pág. 215. 

La Regla 36.3 (b), 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (b), 

establece los requisitos de forma que la 

contestación a la moción de sentencia sumaria deberá 

contener, a saber: (1) una exposición breve de las 

alegaciones de las partes, los asuntos litigiosos o 

en controversia y la causa de acción, reclamación o 

parte respecto a la cual se solicita la sentencia 

sumaria; (2) una relación concisa y organizada, con 

una referencia a los párrafos enumerados por la 

parte promovente, de los hechos esenciales y 

pertinentes que están realmente y de buena fe 

controvertidos, con indicación de los párrafos o las 

páginas de las declaraciones juradas u otra prueba 

admisible en evidencia donde se establecen los 

mismos, así como de cualquier otro documento 

admisible en evidencia que se encuentre en el 

expediente del tribunal; (3) una enumeración de los 

hechos que no están en controversia, con indicación 

de los párrafos o las páginas de las declaraciones 

juradas u otra prueba admisible en evidencia donde 

se sostengan los mismos, así como de cualquier otro 

documento admisible en evidencia que se encuentre 
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en el expediente del tribunal, y (4) las razones por 

las cuales no debe ser dictada la sentencia, 

argumentando el derecho aplicable. 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.3 (b); Meléndez González v. M. Cuebas, Inc., 

supra, págs. 110-111; SLG Zapata Rivera v. J.F. 

Montalvo, supra, pág. 432. 

El incumplimiento de los requisitos de forma 

por la parte que se opone a la moción de sentencia 

sumaria, podría provocar que el tribunal dicte 

sentencia sumaria a favor de la parte promovente si 

procede en derecho.  Inclusive el incumplimiento con 

los requisitos de forma establecidos en la Regla, 

podría provocar que el tribunal no tome en 

consideración el intento de la parte opositora de 

impugnar los hechos. Id. 

El cumplimiento con los requisitos de forma 

facilita el proceso adjudicativo al poner al 

tribunal en posición de evaluar conjuntamente las 

versiones encontradas para cada uno de los hechos 

refutados a la luz de las referencias a la prueba 

que alegadamente los apoya. SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, supra, págs. 433–434. 

A la luz de lo anterior, la parte demandante en 

un caso puede prevalecer por la vía sumaria si 

presenta prueba incontrovertida sobre todos los 

elementos indispensables de su causa de acción. En 

cambio, la demandada puede derrotar una moción de 

sentencia sumaria presentada por la demandante de 

tres maneras: (1) si establece una controversia real 
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de hechos sobre uno de los elementos de la causa de 

acción de la parte demandante; (2) si presenta 

prueba que apoye una defensa afirmativa; o (3) si 

presenta prueba que establezca una controversia 

sobre la credibilidad de los testimonios jurados que 

presentó la demandante. Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, pág. 217. 

Toda relación de hechos expuesta en la moción 

de sentencia sumaria o en su contestación podrá 

considerarse admitida si se indican los párrafos o 

las páginas de las declaraciones juradas o de otra 

prueba admisible en evidencia donde ésta se 

establece, a menos que esté debidamente 

controvertida conforme lo dispone la regla en 

cuestión. El Tribunal no tendrá la obligación de 

considerar aquellos hechos que no han sido 

específicamente enumerados y que no tienen una 

referencia a los párrafos o las páginas de las 

declaraciones juradas u otra prueba admisible en 

evidencia donde se establecen. Tampoco tendrá la 

obligación de considerar cualquier parte de una 

declaración jurada o de otra prueba admisible en 

evidencia a la cual no se haya hecho referencia en 

una relación de hechos. Regla 36.3 (d) de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (d). 

En Meléndez González v. M. Cuebas, Inc., supra, 

págs. 118-119, nuestra última instancia en derecho 

puertorriqueño estableció el estándar de revisión 

judicial a nivel apelativo al momento de revisar 
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denegatorias o concesiones de mociones de sentencia 

sumaria. El Tribunal Supremo enumeró los nuevos 

principios de revisión:  

Primero, reafirmamos lo que establecimos en 

Vera v. Dr. Bravo, supra, a saber: el 

Tribunal de Apelaciones se encuentra en la 

misma posición del Tribunal de Primera 

Instancia al momento de revisar Solicitudes 

de Sentencia Sumaria. En ese sentido, está 

regido por la Regla 36 de Procedimiento 

Civil, supra, y aplicará [sic] los mismos 

criterios que esa regla y la jurisprudencia 

le exigen al foro primario. Obviamente, el 

foro apelativo intermedio estará limitado 

en el sentido de que no puede tomar en 

consideración evidencia que las partes no 

presentaron ante el Tribunal de Primera 

Instancia y no puede adjudicar los hechos 

materiales en controversia, ya que ello le 

compete al foro primario luego de celebrado 

un [sic] juicio en su fondo. La revisión 

del Tribunal de Apelaciones es una de novo 

y debe examinar el expediente de la manera 

más favorable a favor de la parte que se 

opuso a la Moción de Sentencia Sumaria en 

el foro primario, llevando a cabo todas las 

inferencias permisibles a su favor. 

Segundo, por estar en la misma posición que 

el foro primario, el Tribunal de 

Apelaciones debe revisar que tanto la 

Moción de Sentencia Sumaria como su 

Oposición cumplan con los requisitos de 

forma codificados en la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y discutidos en 

SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra.  

Tercero, en el caso de revisión de una 

Sentencia dictada sumariamente, el Tribunal 

de Apelaciones debe revisar si en realidad 

existen hechos materiales en controversia. 

De haberlos, el foro apelativo intermedio 

tiene que cumplir con la exigencia de la 

Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe 

exponer concretamente cuáles hechos 

materiales encontró que están en 

controversia y cuáles están 

incontrovertidos. Esta determinación puede 

hacerse en la Sentencia que disponga del 

caso y puede hacer referencia al listado 

numerado de hechos incontrovertidos que 

emitió el foro primario en su sentencia. 

Cuarto, y, por último, de encontrar que los 

hechos materiales realmente están 

incontrovertidos, el foro apelativo 

intermedio procederá entonces a revisar de 

novo si el Tribunal de Primera Instancia 

aplicó correctamente el Derecho a la 

controversia. 
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B. Teoría general de los contratos 

El Artículo 1206 del Código Civil de Puerto 

Rico dispone que “[e]l contrato existe desde que una 

o varias personas consienten en obligarse respecto 

de otra u otras, a dar alguna cosa, o prestar algún 

servicio”. 31 LPRA sec. 3371. En Puerto Rico impera 

el principio de la libertad de contratación, según 

regulado en el Artículo 1207 de nuestro Código 

Civil. El mismo establece que “[l]os contratantes 

pueden establecer los pactos, cláusulas y 

condiciones que tengan por conveniente, siempre que 

no sean contrarios a las leyes, a la moral, ni al 

orden público”. 31 LPRA sec. 3372. Asimismo, el Art. 

1044 del Código Civil expresa que “[l]as 

obligaciones que nacen de los contratos tienen 

fuerza de ley entre las partes contratantes, y deben 

cumplirse al tenor de los mismos”. 31 LPRA sec. 

2994. 

Sabido es que un contrato existe desde que 

concurren los siguientes requisitos: (a) 

consentimiento de los contratantes; (b) objeto 

cierto que sea materia del contrato y (c) causa de 

la obligación que se establezca. Art. 1213 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 3391; Díaz Ayala v. 

E.L.A., 153 DPR 675 (2001). Una vez concurren las 

condiciones esenciales para su validez, los 

contratos son obligatorios. Art. 1230 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3451. 

Los contratos se perfeccionan por el mero 

consentimiento, y desde entonces obligan, no sólo 
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al cumplimiento de lo expresamente pactado, sino 

también a todas las consecuencias que según su 

naturaleza sean conformes a la buena fe, al uso y a 

la ley. Art. 1210 del Código Civil de Puerto Rico, 

31 LPRA sec. 3375. Los tribunales de justicia no 

pueden relevar a una parte de cumplir con lo que se 

obligó a hacer mediante contrato, cuando dicho 

contrato es legal y válido y no contiene vicio 

alguno. Mercado, Quilichini v. U.C.P.R., 143 DPR 

610, 627 (1997). 

En cuanto a la extinción de una obligación, el 

Artículo 1168 del Código Civil de Puerto Rico, 31 

LPRA sec. 3261, dispone que el peso de la prueba de 

la existencia de una obligación corresponde al que 

reclama su cumplimiento, y la de su extinción al que 

la opone.  Por su parte, el Art. 1111 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3161, establece que no se 

entenderá pagada una deuda sino cuando completamente 

se hubiese entregado la cosa o hecho la prestación 

en que la obligación consistía.   

C. El contrato de hipoteca 

De acuerdo al Art. 1756 del Código Civil de 

Puerto Rico, 31 LPRA sec. 5001, el contrato de 

hipoteca deberá cumplir con los siguientes 

requisitos esenciales: (1) que se constituya para 

asegurar el cumplimiento de una obligación 

principal; (2) que la cosa hipotecada pertenezca en 

propiedad al que la hipoteca; y (3) que las personas 

que constituyan la hipoteca tengan la libre 
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disposición de sus bienes o en caso de no tenerla, 

se hallen legalmente autorizadas al efecto. A su 

vez, para que la hipoteca quede válidamente 

constituida, además de los requisitos exigidos por 

el Art. 1756 del Código Civil, supra, es 

indispensable que el documento en que se constituya 

sea inscrito en el Registro de la Propiedad. Art. 

1774 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 

5042. 

El proceso ordinario de ejecución de hipoteca 

se inicia con la presentación de una demanda ante 

un tribunal competente y el emplazamiento del 

titular registral del bien o del derecho hipotecado 

o sus causahabientes. Atanacia Corp. v. J.M. 

Saldaña, Inc., 133 DPR 284 (1993). Esta causa de 

acción judicial para el cobro de créditos 

hipotecarios es de naturaleza mixta, pues contiene 

elementos de una acción real y una acción personal. 

Id. 

Un acreedor puede escoger entre exigir el pago 

de la deuda mediante una acción en cobro de dinero 

a través de un requerimiento personal al deudor o 

mediante una acción solicitando la ejecución de la 

garantía hipotecaria. Por lo tanto, en estos casos 

el deudor y el propietario del bien hipotecado son 

la misma persona, y la acción personal está inmersa 

en la acción real de ejecución de hipoteca por la 

vía ordinaria. First Fed. Savs. v. Nazario et als., 

138 DPR 872, 879 (1995). 
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IV.APLICACIÓN DEL DERECHO A LOS HECHOS DEL CASO 

En su primer señalamiento de error el apelante 

arguye que el foro de primera instancia erró al 

acoger la solicitud de sentencia sumaria sin 

considerar el Acta de Conferencia con Antelación al 

Juicio.  Según puede apreciarse, el apelante no 

discutió dicho señalamiento de error.  Nuestro 

Tribunal Supremo ha expresado que “la sola alegación 

de un error, que luego no se fundamenta o discute, 

no debe ser motivo para revisar, modificar o, de 

alguna manera cambiar la decisión de un tribunal de 

instancia.” Quiñones López v. Manzano Pozas, 141 DPR 

139, 165 (1996).  A la luz de lo anterior, no 

habiéndonos puesto la parte apelante en posición de 

discutir el primer error levantado, el mismo se 

entiende renunciado.     

De otra parte, en el segundo y tercer 

señalamiento de error, discutidos conjuntamente, el 

apelante impugna la sentencia sumaria dictada.  A 

su juicio, la deuda de autos no es exigible toda vez 

que la parte apelada no le cursó la correspondiente 

carta de aceleración por el incumplimiento con los 

términos del contrato hipotecario.  No tiene razón.  

A continuación, los hechos esenciales del caso, 

sobre los cuales no hay controversia.          

Según la prueba que acompaña la solicitud de 

sentencia sumaria, el 16 de octubre de 2002, la 

parte apelada otorgó un pagaré hipotecario a favor 

de Doral Mortgage Corporation o a su orden, por la 
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suma principal de $81,000 e intereses al 10.95% 

anual.2 En aseguramiento de dicho pagaré, se 

constituyó una hipoteca mediante la Escritura Núm. 

89, otorgada de 16 de octubre de 2002 sobre 

determinado inmueble, propiedad del apelante.3  

Asimismo, en la escritura de hipoteca, las partes 

pactaron la suma de $8,100 para las costas, gastos 

y horarios de abogado.4 La aludida hipoteca consta 

inscrita en el Registro de la Propiedad.5 

El 4 de febrero de 2005, Doral y el apelante 

otorgaron una Escritura de Modificación de Hipoteca 

Núm. 75, siendo el nuevo principal por la cantidad 

de $89,178.50 al 10.95% de interés anual.6 Dicha 

modificación consta inscrita en el Registro de la 

Propiedad.7  También quedó establecido que la 

entidad bancaria apelada, Scotiabank de Puerto Rico, 

es el actual tenedor de buena fe del pagaré 

hipotecario objeto del presente pleito, habiéndolo 

adquirido en el curso ordinario de sus negocios.8  

Tampoco está en controversia que el último pago que 

                                                 

2 Pagaré, págs. 6,8 y 37 del apéndice del recurso de apelación. 

3 Escritura de Primera Hipoteca Núm. 89, págs. 42-66 del apéndice 

del recurso de apelación. 

4 Id.  

5 Id.; Certificación de Propiedad Inmueble, págs. 40-41 del apéndice 

del recurso de apelación.  

6 Escritura de Modificación de Hipoteca Núm. 75, págs. 67-71 del 

apéndice del recurso de apelación. 

7 Certificación de Propiedad Inmueble, págs. 40-41 del apéndice del 

recurso de apelación. 

8 Declaración Jurada de 14 de noviembre de 2017 prestada por Darío 

Alonso González Lineros, oficial autorizado de Scotiabank de Puerto 

Rico, la parte apelada, págs. 76-77 del apéndice del recurso de 

apelación.   
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el apelante realizó fue el vencedero el 1 de octubre 

de 2014.9 

Habiendo dejado de cumplir con su obligación 

hipotecaria, la parte apelada procedió a realizar 

las gestiones de cobro para obtener el pago de las 

sumas reclamadas, incluyendo el envío de la carta 

de aceleración con fecha de 22 de diciembre de 2016, 

resultando tales gestiones infructuosas.10   

Contrario a lo que el apelante alega, el 22 de 

diciembre de 2016, la entidad bancaria apelada le 

remitió la carta de aceleración de deuda.11 La parte 

apelada produjo evidencia de la referida 

notificación en su solicitud de sentencia sumaria. 

Como pudimos constatar, dicha notificación se 

realizó por correo certificado a la dirección del 

apelante.12  Por su parte, el apelante se cruzó de 

brazos y no presentó contestación a la sentencia 

sumaria.  Es decir, no controvirtió ninguno de los 

hechos esenciales alegados en la solicitud de 

sentencia sumaria.         

Los hechos antes esbozados, sobre los cuales no 

hay controversia, demuestran, sin lugar a dudas, que 

la parte apelante suscribió el pagaré hipotecario 

en cuestión y la hipoteca que lo garantiza, 

posteriormente modificada. También quedó 

evidenciado que la parte apelante dejó de cumplir 

                                                 

9 Id. 

10 Id. 

11 Véase págs. 72-75 del apéndice del recurso de apelación. 

12 Id. 
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con su obligación contractual al dejar de pagar las 

mensualidades vencidas desde el 1 de octubre de 

2014, por lo que la deuda de autos está vencida, 

líquida y exigible.  Por su parte, la parte apelada 

no ha presentado prueba alguna que evidencie que ha 

satisfecho el pago de la deuda en cuestión. 

Por consiguiente, toda vez que estamos ante un 

caso que no presenta controversias sobre hechos 

esenciales, coincidimos con el foro primario en 

cuanto a que no se amerita la celebración de un 

juicio en su fondo.  Quedó demostrado que la 

disposición del caso de autos por la vía sumaria 

procede como cuestión de derecho.    

V.DISPOSICIÓN DEL CASO 

Por los fundamentos antes expuestos, 

confirmamos la Sentencia apelada.   

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


